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El Excmo. Ayuntamiento de Málaga solicita el dictámen 
de los letrados que suscriben sobre los extremos que 
luego se dirán, exponiendo como base de la consulta 
los siguientes 
A N T E C E D E N T E S 
Por escritura de 31 de Diciembre de 1911, el Excmo. Ayun-
tamiento de esta Ciudad, contrató con D. Antonio Baena Gó-
mez, la construcción del edificio destinado a Casas Consistoria-
les, con arreglo a las condiciones y estipulaciones consignadas 
en el contrato del que se acompaña copia de la parte pertinente. 
(Documento número 1). 
Terminadas las obras, se verificó la recepción provisional el 
día 9 de Abril de 1919 y la recepción definitiva con fecha 8 de 
Abri l de 1921, según consta del acta y antecedentes que se 
acompañan. (Documentos números 2, 3 y 3 bis). 
El 17 de Marzo de 1922, el Arquitecto Municipal ofició a la 
Alcaldía poniendo en su conocimiento que se habían observado 
grietas en el piso alto de los cuatro cuerpos angulares de la 
Casa Capitular y que el movimiento iniciado seguía su curso. 
(Documento número 4). 
Reunidos en la Alcaldía el Sr. Alcalde, el Contratista Don 
Antonio Baena, los Arquitectos directores D. Manuel Rivera 
Vera y D, Fernando Guerrero Strachan, el Arquitecto Municipal 
y el Secretario de la Corporación, manifestaron el Contratista y 
los Arquitectos directores, que ejecutarían las reparaciones ne-
cesarias en los citados ángulos, hasta dejarlos en las debidas 
condiciones sin que el Ayuntamiento tuviera que hacer por su 
cuenta sacrificio económico alguno. Del oficio y acta antes cita-
dos se acompaña copia, (Documento número 5). 
Sobre las obras en que habían de consistir las reparaciones, 
emitieron informes contradictorios el arquitecto municipal y los 
arquitectos directores de aquellas, por lo cual acordó el Ayunta-
miento oir el dictámen de D, Ricardo Guereta. presidente de la 
Asociación Central de Arquitectos quién lo emitió en 20 de Fe-
brero de 1923, de cuyos informes se acompaña copia. (Docu-
mentos números 6 y 7). 
El Ayuntamiento adoptó en sesión de 6 de Abri l de 1923, el 
acuerdo que se copia (Documento número 8) para que se requie-
ra al contratista y arquitectos directores, a fin de que manifesta-
ran si estaban dispuestos a cumplir su compromiso de hacer las 
reparaciones necesarias en los cuatro ángulos del edificio, hasta 
dejarlo en las debidas condiciones, a base de que las reparacio-
nes necesarias, son las que propone en su dictámen el Señor 
Guereta. 
Practicado este requerimiento, según acta de 5 de Junio de 
1923 (Documentos números 9 y 9 bis) los arquitectos directores 
mostraron su disconformidad con el dictámen del Sr. García 
Guereta y presentaron un contra dictámen del Ingeniero D. Leo-
poldo Werner, manifestando dichos Sres. que estaban dispuestos 
y conformes en realizar las reparaciones a que se comprometie-
ron en el acta de 22 de Marzo de 1922 ajustándose a lo propues-
to por el Sr. Werner. 
En 15 de Junio de 1923 el Ayuntamiento adoptó el acuerdo 
(Documento número 10) de aceptar para las reparaciones que 
habían de hacerse, las propuestas en el dictámen del Ingeniero 
Sr. Werner, concediéndose a los interesados un plazo de quince 
días para comenzar las obras y requiriéndoles que hiciesen 
constar en escritura pública la obligación que aceptaron de 
realizarlas. 
Se ha de advertir además, que hecha en 22 de Marzo de 
1922 la liquidación definitiva del crédito a favor del Sr. Baena 
por la construcción de la Cas^i Capitular, se convino en que'éste 
crédito'ascendía a W . t i y . ^ p e s e t a s el. cual se satisfaría eti los 
tres presupuestos de 1922-2^, 1923-24, 1924-25, por prorratas 
mensuales divididas por el número de semanas que tenga cada 
mes y con arreglo a la tabla de amortización e intereses qué for-
ma, la Contaduría, a cuyo efecto se cpnsignarían las oportunas 
partidas para el pago de esta obligación ^n Jos presupuestos or-
dinarios corresporidifentes a los tres años económicos referi-
dos. Así se comuniéó al Sr. Baena (Documento número 11 y 11 
bis) y así se viene haciendo. - . 
En estas circunstancias, sustituido el anterior Ayuntamien-
to, el Sr. Davó y otros Sres. Concejales, presentaron al Concejo 
una moción (Documento número 12) que pasó a informe de las 
Comisiones de Hacienda, Jurídica y de Obras Públicas reunidas» 
las cuales acordaron proponer lo siguiente: 
a) Que se oiga el dk támen de dos letrados que, con arre-
glo a las disposiciones vigentes,' es trámite previo a la interpre-
tación de la demanda, a cuyo efecto deberá autorizarse al Sr. A l -
calde para proponer los nombres de los letrados a quienes 
auxiliará también el Consultor de la Corporación, facilitándoles 
cuantos datos y antecedentes crean oportunos. * v ' : i 
b) Que a partir de la-fecha en que estos acuerdos se adop-
ten, se suspenda todo pago al Contratista de la Casa Capitular 
p . Antonio Bueno Gómez, de la consignación que figura en la 
relación del art. 5.°, capítulo 9.°, del presupueeto en vigor. 
, c) Que- por los señores Ingeniero y Arquitecto Muni-
cipal se formule en el plazo máximo de un mes el presu-
puesto de las reparaciónes qúe, con arreglo al informe del 
Arquitecto Sr. García Guereta, se consideran necesarias a efec-
tuar en la Casa Capitular, a fin de dar a conocer el costo de las 
mismas» ¿ ^ 1 1 ' 
T d) Que se suspendan inmediatamente los trabajos de repa-
raejión comenzados rccietitemerite a virtudjdel acuerdo de 15 de 
Jui^o . próximo pasado, dejando estos, así como los andamiajes, 
etc;, en condiciones de no producir perjuicios ni peligros para 
los transeúntes, y, 
e) Que se entiendan revocados cuantos otros acuerdos se 
hayan adoptado sobre este asunto y se opongan a las conclu-
siones precedentes. 
Sometido este dictámen al Excmo. Ayuntamiento, acordó 
en sesión de 8 de Noviembre que no se adopte más acuerdo que 
el de oir el dictámen de dos letrados, quedando todo lo demás 
pendiente hasta que evacúen su cometido. (Documento núm. 14.) 
En tnérito de todo lo expuesto, el Sr. Alcalde Presidente del 
Excmo, Ayuntamiento, en nombre del mismo, formula la si-
guiente 
C O N S U L T A 
. 1.a Si dados todos los antecedentes expuestos, procede en-
tablar, ,1a correspondiente acción civil contra el Constructor y 
Directores de las obras de edificación de la Casa Capitular, en 
reparación de los daños y perjuicios de que se les considera 
responsables, por el estado de ruina que se ha iniciado en el 
edificio. 
2. a Si procede suspender inmediatamente los trabajos de 
reparación comenzados recientemente a virtud del acuerdo de 
15 de Junio próximo pasado, dejando éstos, así como los anda-
miajes, etc., en condiciones de no producir perjuicio ni peligro 
para los transeúntes. 
3. a Si procede suspender todo pago al Contratista de las 
cantidades que se le abonan por razón de las obras de edifica-
ción, cantidades consignadas en el art. 5.° del capítulo 9.°. 
C O N T E S T A C I Ó N 
Los letrados que suscriben han estudiado con toda diligen-
cia así los antecedentes que sirven de base a la consulta, como 
los documentos que les han sido remitidos y a que en dichos an-
tecedentes se hace referencia. 
De ellos resulta que en los artículos 61, 62 y 63 del contrato 
de ejecución de obras de la Casa Capitular, que consta en escri-
tura pública autorizada en 31 de Diciembre de 1911 por el No-
tario de Málaga Don Basiliso Garda de Alcaráz, se estipula que 
el plazo de garantía de las obras sería de doce meses, a contar 
desde el día en que tuviera lugar la recepción provisional de las 
mismas, la cual se efectuaría una vez terminada; y que transcu-
rrido el plazo de garantía tendría lugar la recepción definitiva. 
Según consta en la correspondiente acta, que es el docu-
mento núm. 2, el día 9 de Abri l de 1919 se verificó la recepción 
provisional de las obras; y no doce meses después (que era el 
plazo de la garantía estipulada), sino en 1.° de Abri l de 1921 
(casi doblado dicho plazo), acordó el Ayuntamiento la recepción 
definitiva de las obras que se habían recibido con carácter pro-
visional, quedando eliminadas, por tanto de este acuerdo las de 
ampliación y reforma de la Alcaldía, con respecto a las cuales 
se acordó también, en sesión de 14 de Octubre de 1921, que fue-
ran definitivamente recibidas. 
Esta recepción definitiva de las obras releva al contratista 
de toda responsabilidad respecto de ellas, según dispone el nú-
mero 65 del R. D. de 13 de Marzo de 1903 que estableció las 
condiciones generales para la contratación de las obras públi-
cas, condiciones que, a tenor de lo dispuesto en el art. 47 de la 
la Instrucción de 24 de Enero de 1905, son aplicables a los con-
tratos celebrados por los Ayuntamientos. 
Por la recepción definitiva de las obras, quedaron, pues 
extinguidas todas las obligaciones determinadas en el contrato, 
y no cabe por tanto reclamación alguna por defectos de cons-
trucción o mala calidad de los materiales que simplemente se 
traduzcan en demérito o mayor o menor perfección en la obra 
ejecutada. 
Más no por tratarse de un contrato de carácter administrati-
vo dejan de ser aplicables al mismo, como supletorias, las dispo-
siciones de la ley civil; pues es disposición terminante del párrafo 
tercero del art. 60 de la ley de 1.° de Julio de 1911, que se enten-
derá implícita siempre en todo contrato la condición de que las 
cuestiones a las cuales dé origen, que no se puedan resolver por 
las disposiciones especiales sobre contratación administrativa^ 
se resolverán por las reglas del derecho común; y de acuerdo 
con este criterio ha declarado el Tribunal Supremo en diferentes 
resoluciones como las de 20 de Junio de 1906,25 Junio 1910 y 17 
Octubre 1911, que el Código Civil tiene el carácter de legis-
lación supletoria de los preceptos y reglamentos administra-
tivos. 
Consecuencia lógica de este principio es que tratándose, 
como se trata aqui, de la construcción de un edificio y no estan-
do previsto el caso de ruina en las condiciones del contrato ad-
ministrativo, si aquel se arruinase en el término de diez años 
sería aplicable el art. 1591 del Código Civil y podrían exigirse 
las responsabilidades que ese articulo establece para el contra-
tista y para los arquitectos y directores, responsabilidades que 
no son solidarias, sino distintas, y derivadas de las diferentes 
causas que el citado artículo consigna. 
Claro es, por lo que respecta al alcance de este artículo, que, 
a juicio de los letrados que suscriben, para que esas responsabi-
lidades puedan exigirse, no es necesario que la ruina se haya 
producido por el hundimiento total o parcial del edificio; bastará 
que la ruina sea inminente, que se acuse por síntomas induda-
bles de ella y que, no como mera posibilidad remota, o como 
hipótesis que pueda realizarse, si no como conclusión cierta de 
una ruina segura la estimen los peritos, para que pueda exigirse 
la responsabilidad del art. 1591 ejercitándose, al efecto, la acción 
correspondiente. 
Ahora bien: ¿En el momento actual podría ejercitarse contra 
el contratista y contra los arquitectos directores esa acción para 
exigirles las respectivas y distintas responsabilidades que, en 
caso de ruina del edificio, les impone, con el alcance que queda 
expuesto, el citado artículo del Código Civil? 
Entre los documentos que se han remitido a los letrados que 
suscriben y estos han examinado detenidamente, existen dictá-
menes contradictorios sobre las causas y el alcance de las grie-
tas observadas en el edificio; y esta contradición bastaría para 
que no se pueda afirmar con absoluta certeza que es un hecho 
notorio e indudable la ruina inminente del mismo; certeza que se 
aleja más todavía si se advierte que todos los dictámenes convie-
nen en que no ha habido desplomes ni falta de enlace en los ele-
mentos de construcción, ni alteraciones en los pisos. A las grie-
tas observadas en algunas partes del edificio les atribuyen los 
dictámenes periciales causas distintas; y es evidente que pueden 
tener esas grietas o fisuras la explicación que dan de ellas el uno 
o el otro dictamen. 
No hay, pues, en la actualidad una afirmación categórica de 
la ruina del edificio y sería necesario un nuevo dictamen que 
convirtiera la hipótesis en conclusión cierta, mediante costosas 
obras de calas, comprobación de dimensiones, calidad de los 
materiales empleados y del terreno en que la edificación está 
emplazada, asientos que las obras han hecho etc. circunstancias 
todas que deben determinarse con toda precisión para discernir 
las responsabilidades de contratista y arquitecto, que como se ha 
dicho no es solidaria sino distinta en cada uno de ellos y también 
de diferentes causas derivadas. 
Todo esto había de inquirirse en el pleito, y a más de que 
para ello no habría términos hábiles dentro de los límites del 
procedimiento, no se debe perder de vista que al pleito no se va 
a inquirir o averiguar los hechos, como sucede en el procedi-
miento criminal, sino con conclusiones ciertas y afirmaciones 
categóricas de clara y evidente comprobación. 
Por todo lo cual estiman los letrádos que suscriben que no 
existe hoy base segura para entablar el pleito, a reserva de que 
si dentro .del plazo de diez años se comprobase de un modo cier-
to que el edificio estaba en estado de inminente ruina, pudiera 
entonces el Ayuntamiento ejercitar con los debidos requisitos, la 
acción que concede el art 1591 del Código Civil. 
Pasando el 2.° extremo de la consulta es cierto que según el 
último páwafo ^cl artículo 32 de la Instrucción de 24 de Enero de 
1905, ningún conírato celebrado por las Corporaciones Provin-
ciales ni Municipales pódrá someterse a juicio arbitral ni a otra 
jurisdicción que la competente en cada caso, con arreglo a las le-
yes; pero no lo es menos que el acuerdo a que se llegó entre el A l -
calde, el Contratista y los Arquitectos directores sobre reparacio-
nes de algunos desperfectos observados en el edificio y que cons-
ta en el acta de 22 de Marzo de 1922, no tiene el carácter de ar-
bitraje. 
Por otra parte, ese acuerdo no puede menos de considerarse 
beneficioso para el Ayuntamiento, pues, dejando aparte alega-
ciones que pudieran fundarse en la recepción definitiva de las 
obras, impuso al contratista y a losJ arquitectos directores el 
compromiso, que están obligados a cumplir, de realizar por su 
cuenta las obras de consolidación necesarias en los cuatro án-
gulos del edificio, hasta dejarlo en las debidas condiciones. 
Debe, pues, exigirse al contratista y a los ingenieros di-
rectores la realización de todas las obras necesarias, para que, 
a juicio de peritos quede el edificio en las debidas condiciones; 
y hacen constar los que suscriben que esaj obras no implican 
renuncia del derecho que al Ayuntamiento concede el art. 1591 
del Código Civil, si en el plazo que dicho artículo establece so-
breviniera la ruina inminente, según dictamen técnico. 
Al aceptar el contratista la obligación y el compromiso de 
ejecutar las obras de consolidación, la relación contractual entre 
el Ayuntamiento y el, se retrotrae a momento anterior al de la 
recepción definitiva del edificio, pues es evidente que pro-
siguiendo, en virtud del convenio dicho, la ejecución de las obras 
no pueden estimarse ya como definitivamente recibidas obras 
que vuelven a estar en curso de ejecución. 
De aquí derivan dos consecuencias importantísimas. 
La primera es que terminadas que sean las obras que el con-
tratista debe realizar, se debe proceder a su recepción previo in-
forme técnico; y que solo en el caso de que en este se las consi-
dere suficientes serán recibidas, debiendo en otro caso, con-
tinuar el contratista la ejecución de las necesarias. 
La segunda consecuencia es, que volviendo a estar en curso 
el contrato, el contratista debe realizar las obras en un plazo de-
terminado y constituir la oportuna fianza. 
De esto último se deduce que el Ayuntamiento o puede exigir 
que constituya fianza o retenerle la cantidad necesaria a este 
efecto de las que por razón de la construcción del edificio le 
adeuda todavía y le viene satisfaciendo según el convenio cele-
brado entre el Ayuntamiento y el contratista. 
Fundados en los razonamientos anteriores los letrados que 
suscriben contestando a la consulta que se les hace, establecen 
las siguientes 
C O N C L U S I O N E S 
1.a En los actuales momentos no hay base segura para que 
el Ayuntamiento ejercite la acción que concede el art. 1591 del 
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Código Civil, y por tanto opinan que no procede entablar esa 
acción contra el Constructor y Directores de las obras de edi-
ficación de la Casa Capitular, a reserva de que si en el plazo de 
diez años (o de quince en el caso del párrafo 2.° de dicho ar-
tículo) se declarase, por dictamen pericial y como conclusión 
cierta, que la obra se halla en estado de inminente ruina, pueda 
el Ayuntamiento ejercitar aquella acción. 
2-a Que no procede suspender los trabajos y obras de re-
paración que se están realizando, a virtud del acuerdo de 15 de 
Junio próximo pasado, bién entendido que la ejecución de estos 
trabajos no implica renuncia por parte del Ayuntamiento a ejer-
citar la acción que concede el art. 1591 del Código Civil, si en los 
plazos que dicho artículo fija, la obra se declarase en estado de 
inminente ruina. 
3.a Que en cuanto a las cantidades que se abonan al con-
tratista por razón de las obras de edificación, puede el Ayunta-
miento suspender el pago y retener las que sean necesarias para 
constituir la fianza correspondiente a las obras de consolidación 
que dicho contratista está realizando, si requerido para consti-
tuir la fianza no lo hiciera. Si constituyere esa fianza no se de-
berá suspender el pago de las referidas cantidades. 
En los precedentes términos concretan su opinión, que so-
meten a otra más autorizada, los letrados que suscriben, con-
testando a la consulta que el Excmo. Ayuntamiento de Málaga 
se ha servido formularles, habiendo estudiado para ello con toda 
diligencia los antecedentes y documentos que les han sido re-
mitidos. 
Madrid 10 de Enero de 1924. 
LICENCIADO E. MENENDEZ PALLARES. 
LICENCIADO MANUEL SEÑANTE. 
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P R O P O S I C I Ó N 
P R E S E N T A D A A L A N T E R I O R D I C T Á M E N (1> 
Excmo. Sr. 
l ina vez leido el informe emitido por los Sres. Señante y 
Menendez Pallares, en consonancia con las doctrinas y conclu-
siones que en el mismo se sostienen por ambos eminentes juris-
consultos, los Concejales que suscriben, se honran proponiendo 
al Concejo, una vez declarada su urgencia, la adopción de los 
siguientes acuerdos: 
1. ° Que se exija a l Contratista D. Antonio Baena Gómez 
y a los directores técnicos D. Manuel Rivera Vera y D. Fernando 
Guerrero Strachan; la realización de todas las obras necesarias, 
para que en el plazo de doce meses a juicio de peritos, Inge-
niero y Arquitecto Municipales, quede el edificio en las debidas 
condiciones. 
2. ° Terminadas que sean las obras en el plazo fijado que 
el Contratista debe realizar, se procederá a su recepción defini-
tiva, previo informe Az los mencionados técnicos municipales; y 
solo en el caso de que en este se las considere suficiente, serán 
recibidas, pues en otro caso continuará el Contratista la ejecu-
ción de las necesarias. 
3. ° Que se entiendan revocados cuantos otros acuerdos 
(1) La parte que aparece en letra cursiva, es transcripción literal del dic-
tamen de los Sres MENENDEZ PALLARES Y SEÑANTE. 
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anteriores se opongan a las conclusiones de esta moción, toda 
vez que aceptó el Contratista la obligación y el compromiso de 
ejecutar las obras de consolidación, pues la relación contractual 
entre el Ayuntamiento y él, se retrotrae a momento anterior al 
de la recepción definitiva del edificio, pues es evidente que pro-
siguiendo la ejecución de las obras, no pueden estimarse ya como 
definitivamente recibidas, obras que vuelven a estar en curso 
de ejecución; por cuyo motivo el Contratista repetido, a más de 
realizar las obras en el plazo determinado, se le requerirá para 
que en el termino de 48 horas contadas a partir de la notificación 
de este acuerdo, constituya fianza por valor de noventa y nueve 
mil novecientas nueve pesetas, ochenta y ocho céntimos, pasado 
el cual, sin constituirla, se suspenderá el pago de las cantidades 
que semanalmente se le abonan con cargo a la consignación que 
figura en el art. 5.° del Capítulo 9.° del Presupuesto en ejercicio, 
y se retendrán las que sean necesarias para constituir la fianza 
correspondiente a las obras de consolidación que dicho Contra-
tista esta realizando. 
4.° Que se desapruebe el informe emitido por las Comi-
siones de Hacienda, Jurídica y de Obras Públicas reunidas, ya 
que según el dictamen de los mencionados jurisconsultos en los 
actuales momentos no hay base sequra para que el Ayunta-
miento ejercite la acción que concede el art. 159! del Código 
Civil, bien entendido que la ejecución de los trabajos no implica 
renuncia por parte del Ayuntamiento para ejercitar dicha acción 
si en los plazos que dicho art. lija, la obra se declarase en est. do 
de inminente ruina. 
Salas Capitulares dieciseis de Enero de mil novecientos 
veinticuatro. 
JOSÉ CARRASCO.—JOSÉ MADRID.—FRANCISCO BALEBONA.—NI-
COLÁS PRATS.—JOSÉ LUQUE.—FELIPE SÁNCHEZ. 
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